
 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO 

VALLEDUPAR-CESAR 

 

Valledupar, veintisiete (27) de octubre de Dos Mil Veintitrés (2023) 

 
Proceso: EJECUTIVO.  

Demandante: BBVA COLOMBIA S.A.  
Demandado: JORGE ENRIQUE CASTRILLO PEZZANO.  

CUADERNO DE MEDIDAS CAUTELARES.  
RAD. 200013103002 2022 00236 00. 

 
 

ASUNTO 
 

En escrito presentado por la doctora SAHADAY ELOISA BRITO WILCHES, 
apoderada judicial de la parte demandada señor JORGE ENRIQUE CASTRILLO 
PEZZANO, a través de correo electrónico de fecha 18 de agosto de 2023, que se 
encuentra agregado al expediente digital, solicita al despacho proceda en el ejercicio 
a corregir o aclarar la orden de medida cautelar (9 de agosto de 2023), donde se 
decretó el embargo y retención del porcentaje legal permitido del salario, sueldo o 
contra prestación que reciba el demandado como empleado, funcionario, contratista 
o cualquier cargo que actualmente ocupe en la empresa Drummond LTD, Limítese 
la medida hasta en la suma de TRESCIENTOS SEIS MILLONES CUATROCIENTOS 
TRECE MIL OCHENTA Y OCHO PESOS M/L ($306.413.088.00), toda vez que en la 
orden judicial de medida cautelar, no se especificó el carácter improcedente de la 
orden de embargo respecto de los pagos por concepto de auxilio por incapacidad.  
 
Igualmente solicita la doctora SAHADAY ELOISA BRITO WILCHES, que se le 
reconozca personería, como apoderada judicial de la parte demandada señor JORGE 
ENRIQUE CASTRILLO PEZZANO.  
 
Por otro lado, el despacho se pronunciará sobre la solicitud del apoderado judicial 
de la parte ejecutante de que:  
 
 1-Se decrete el embargo y posterior secuestro del Inmueble de matrícula 
inmobiliaria No. 226-61359 consistente en lote de terreno ubicado en jurisdicción del 
Municipio de Ariguaní Magdalena, inmueble tipo rural, con una extensión de 14 
HAS con 5134 mts2 e inscrito en la oficina de instrumentos públicos de Plato 
Magdalena de propiedad de la parte demandada, para mayor especificación del 
inmueble (adjunto folio de matrícula del inmueble).  
 
2- Se decrete el embargo y posterior secuestro del Inmueble de matrícula 
inmobiliaria No. 226-61356 consistente en lote de terreno ubicado en jurisdicción del 
Municipio de Ariguaní Magdalena, inmueble tipo rural, con una extensión de 06 
HAS con 5413 mts2 e inscrito en la oficina de instrumentos públicos de Plato 
Magdalena de propiedad de la parte demandada, para mayor especificación del 
inmueble (adjunto folio de matrícula del inmueble). 
 



CONSIDERACIONES: 
 

Premisas normativas de las figuras jurídicas invocadas:  
 
El Articulo 285 CGP:  

“(…) 

En las mismas circunstancias procederá la aclaración de auto. La aclaración procederá de 

oficio o a petición de parte formulada dentro del término de ejecutoria de la providencia. 

La providencia que resuelva sobre la aclaración no admite recursos, pero dentro de su 

ejecutoria podrán interponerse los que procedan contra la providencia objeto de aclaración.” 

(Subrayado del Juzgado).  

 

“Artículo 286. Corrección de errores aritméticos y otros:  

Toda providencia en que se haya incurrido en error puramente aritmético puede ser 

corregida por el juez que la dictó en cualquier tiempo, de oficio o a solicitud de parte, 

mediante auto. 

Si la corrección se hiciere luego de terminado el proceso, el auto se notificará por aviso. 

Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplica a los casos de error por omisión o cambio 

de palabras o alteración de estas, siempre que estén contenidas en la parte resolutiva o 

influyan en ella.” (Subrayado nuestro).  

 

CASO CONCRETO DE LA PRIMERA SOLICITUD:  

El argumento que señala la demandada para su solicitud, hace referencia a que a 

corregir o aclarar la orden de medida cautelar (9 de agosto de 2023), donde se 

decretó el embargo y retención del porcentaje legal permitido del salario, sueldo o 

contra prestación que reciba el demandado como empleado, funcionario, contratista 

o cualquier cargo que actualmente ocupe en la empresa Drummond LTD, Limítese 

la medida hasta en la suma de TRESCIENTOS SEIS MILLONES CUATROCIENTOS 

TRECE MIL OCHENTA Y OCHO PESOS M/L ($306.413.088.00), toda vez que en la 

orden judicial de medida cautelar, no se especificó el carácter improcedente de la 

orden de embargo respecto de los pagos por concepto de auxilio por incapacidad, 

por lo que se solicita al despacho proceda en el ejercicio a corregir o aclarar la orden 

remitida en el sentido de especificarle al pagador que ejecuta la orden que la misma 

no es aplicable respecto de tal concepto. Lo anterior debido a los múltiples 

padecimientos que aquejan al demandado (síndrome del túnel carpiano, síndrome 

del manguito rotador, epicondilitis lateral y medial bilateral, trastornos de los discos 

intervertebrales, lumbago con ciática y trastornos del sueño, los que se acreditan con 

la historia médica del demandado). El cual adjuntó en el presente memorial. Que el 

señor Castrillo Pezzano, a la fecha no está recibiendo pago por concepto de salario, 

debido a su situación de salud y a que se encuentra en proceso de calificación por 

invalidez derivadas de las enfermedades ya mencionadas, solo recibe pago de 

subsidio o auxilio por enfermedad o incapacidad. 

La solicitud que radicó la demandada de adición NO cumple con la exigencia de 

haberse presentado dentro del plazo legal, toda vez que NO se hizo en el término de 

ejecutoria del auto, pues fue notificada a las partes el día 10 de agosto de 2023 y la 

demandada radicó su escrito el 18 de agosto de 2023, por lo cual no se accederá a la 

solicitud de adición: 



 

 

En cuanto a la solicitud de corrección, en primer lugar, se hace la salvedad que en el 

caso de marras no se trata de una corrección, ni tampoco de una omisión, atendiendo 

a que en cuando se profirió el auto que se decreto la medida el despacho ignoraba 

las incapacidades del ejecutado toda vez que fue notificado del auto que libró 

mandamiento de pago y este guardo silencio, y hasta la fecha recibimos solicitud y 

poder de su apoderada, y además de ello, en el auto donde se ordenó la medida se 

advirtió que el  decreto del embargo y retención era del porcentaje legal permitido 

del salario, por lo que no se accederá a la solicitud de la apoderada de la parte 

demandada.  

 



Ahora bien, de forma oficiosa y atendiendo a las siguientes normas, esta agencia 

judicial estudiara la petición para examinar si es procedente o no decretarla.  

 

El Artículo 593 CODIGO GENERAL DEL PROCESO:  “Embargos 

Para efectuar embargos se procederá así: 

(…) 

10. El de sumas de dinero depositadas en establecimientos bancarios y similares, se 

comunicará a la correspondiente entidad como lo dispone el inciso primero del numeral 4, 

debiéndose señalar la cuantía máxima de la medida, que no podrá exceder del valor del crédito 

y las costas más un cincuenta por ciento (50%). Aquellos deberán constituir certificado del 

depósito y ponerlo a disposición del juez dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de la 

comunicación; con la recepción del oficio queda consumado el embargo.” 

Los embargos decretados por orden judicial deben aplicarse sobre el salario 

efectivamente recibido por el trabajador y no en lo correspondiente a periodos de 

incapacidad, señaló el Ministerio de la Protección Social. Durante dichos periodos, 

en los cuales el trabajador está inhabilitado física o mentalmente para desempeñar 

en forma habitual su profesión u oficio, este no recibe salario, sino un auxilio por 

incapacidad o reconocimiento de la prestación de tipo económico. 

De conformidad al concepto jurídico emitido por el Ministerio de trabajo, en efecto, 

el auxilio por incapacidad, se define como el reconocimiento de la prestación de tipo 

económico y pago de la misma que hacen las EPS a sus afiliados cotizantes no 

pensionados si se trata de origen común o por parte de la Administradora de Riesgos 

Laborales si se trata de origen laboral, por todo el tiempo en que estén inhabilitados 

física o mentalmente para desempeñar en forma temporal su profesión u oficio 

habitual.  Así mismo, es pertinente aclararle que durante los periodos de 

incapacidad temporal el trabajador no recibe salario, sino un auxilio Económico por 

incapacidad.  

Hecha la precisión anterior, tenemos entonces que por disposición legal no es 

procedente el embargo cuando el trabajador se encuentra incapacitado y está 

recibiendo su auxilio económico, en ese orden de ideas nos permitimos señalar, que, 

respecto del embargo de salarios, el Código Sustantivo del Trabajo establece en los 

siguientes artículos que: 

“ARTÍCULO 154. REGLA GENERAL. No es embargable el salario mínimo legal o 

convencional.  

ARTÍCULO 155. EMBARGO PARCIAL DEL EXCEDENTE. El excedente del salario 

mínimo mensual solo es embargable en una quinta parte.  

ARTÍCULO 156. EXCEPCIÓN A FAVOR DE COOPERATIVAS Y PENSIONES 

ALIMENTICIAS. Todo salario puede ser embargado hasta en un cincuenta por ciento (50%) 

en favor de cooperativas legalmente autorizadas, o para cubrir pensiones alimenticias que se 

deban de conformidad con los artículos 411 y concordantes del Código Civil.” 

En conclusión, de acuerdo con las disposiciones normativas precitadas se interpreta 

que como quiera que el Auxilio económico no es salario no podría ser embargado. 

Por otro lado, al revisar el expediente se pudo observar la contestación de 

DRUMMOND LTD, donde informan que el empleado en referencia se encuentra 

embargado ejecutivamente, por lo tanto, queda en espera hasta que pueda aplicarse; 

quiere decir lo anterior, que la medida no fue acatada en su momento por lo antes 

expuesto, dicho esto, este ente judicial ordenara de forma oficiosa que se oficie a la 



empresa DRUMMOND LTD., y se les informe que en la medida decretada a través 

de auto de fecha 9 de agosto de 2023, se debe tener en cuenta la improcedente de la 

orden de embargo respecto de los pagos por concepto de auxilio por incapacidad, 

es decir, que la empresa DRUMMOND LTD., debe abstenerse de embargar el 

salario, en el evento que el señor JORGE ENRIQUE CASTRILLO PEZZANO, se 

encuentre incapacitado, toda vez que la medida se tornaría improcedente.  

 

 
En cuanto a la solicitud del apoderado de la parte demandante de:  
 
1-Se decrete el embargo y posterior secuestro del Inmueble de matrícula inmobiliaria 
No. 226-61359 consistente en lote de terreno ubicado en jurisdicción del Municipio 
de Ariguaní Magdalena, inmueble tipo rural, con una extensión de 14 HAS con 5134 
mts2 e inscrito en la oficina de instrumentos públicos de Plato Magdalena de 
propiedad de la parte demandada, para mayor especificación del inmueble (adjunto 
folio de matrícula del inmueble).  
 

 
 
 



 
2- Se decrete el embargo y posterior secuestro del Inmueble de matrícula 
inmobiliaria No. 226-61356 consistente en lote de terreno ubicado en jurisdicción del 
Municipio de Ariguaní Magdalena, inmueble tipo rural, con una extensión de 06 
HAS con 5413 mts2 e inscrito en la oficina de instrumentos públicos de Plato 
Magdalena de propiedad de la parte demandada, para mayor especificación del 
inmueble (adjunto folio de matrícula del inmueble). 
 

 
 
El artículo 599 del Código General del Proceso regula el embargo y secuestro previos 
en el proceso ejecutivo, disponiendo que el demandante puede pedir el embargo y 
secuestro de bienes desde la presentación de la demanda ejecutiva.  
 
De conformidad con la disposición antes citada y específicamente a lo solicitado por 
la parte ejecutante, encuentra el Despacho que es procedente decretar las medidas 
cautelares de conformidad al artículo 593 ibidem. 
 
En mérito de lo expuesto el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Valledupar, 
Cesar,  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: De forma oficiosa y por secretaria ofíciese a DRUMMOND LTD., 

informándoles que la medida decretada a través de auto de fecha 9 de agosto de 

2023, se debe tener en cuenta la improcedente de la orden de embargo respecto de 

los pagos por concepto de auxilio por incapacidad, es decir, que la empresa 

DRUMMOND LTD., debe hacer los ajustes pertinentes, en el evento que el señor 

JORGE ENRIQUE CASTRILLO PEZZANO, se encuentre incapacitado, toda vez que 

la medida se tornaría improcedente. 

SEGUNDO: Reconózcase personería a la Doctora SAHADAY ELOISA BRITO 

WILCHES, identificada con C.C. No. 1.063.949.969 y portadora de la T.P. 250.771 Del 

C.S J., como apoderado judicial de la parte demandada, en los términos y para los 

efectos del poder a este conferido. 

TERCERO: Decrete el embargo y posterior secuestro del Inmueble de matrícula 

inmobiliaria No. 226-61359 consistente en lote de terreno ubicado en jurisdicción del 

Municipio de Ariguaní Magdalena, inmueble tipo rural, con una extensión de 14 

HAS con 5134 mts2 e inscrito en la oficina de instrumentos públicos de Plato 

Magdalena de propiedad de la parte demandada señor JORGE ENRIQUE 

CASTRILLO PEZZANO. 



CUARTO: Decrete el embargo y posterior secuestro del Inmueble de matrícula 

inmobiliaria No. 226-61356 consistente en lote de terreno ubicado en jurisdicción del 

Municipio de Ariguaní Magdalena, inmueble tipo rural, con una extensión de 06 

HAS con 5413 mts2 e inscrito en la oficina de instrumentos públicos de Plato 

Magdalena de propiedad de la parte demandada señor JORGE ENRIQUE 

CASTRILLO PEZZANO. 

 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLAS 
 

 
 
 

GERMAN DAZA ARIZA 
JUEZ 
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